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CUANTÍA INSUFICIENTE PARA RECURRIR EN CASACIÓN. La Sala no acogerá entonces los argumentos del recurrente y mantendrá su decisión porque el proceso no cuenta con elementos de juicio que le permitan establecer la cuantía del interés para recurrir en casación, pues no hay ninguno que permita determinar el valor actual del patrimonio de la sociedad cuya existencia se pidió reconocer, del que incluso se desconocen los bienes que la integran, y porque tampoco aportó el accionante prueba pericial que permitiera determinarlo.
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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero primero (1º) de dos mil dieciocho (2018)
Expediente No. 66001-31-03-003-2011-00356-02
Decide esta Sala el recurso de reposición que interpuso el apoderado de la parte demandante contra el auto proferido por esta Sala el 23 de noviembre de 2017, en el proceso instaurado por Felipe Jaramillo Londoño contra Pablo Botero Jaramillo.
En la referida providencia se denegó el recurso de casación interpuesto por el apoderado de la parte actora contra la sentencia proferida el 23 de octubre del año anterior, porque el proceso no cuenta con elementos de juicio suficientes para establecer la cuantía del agravio que el fallo le produjo y en razón a que tampoco la acreditó, aunque el artículo 339 del Código General del Proceso lo autoriza hacerlo, aportando un dictamen pericial. 
Inconforme con esa providencia, de manera oportuna, la parte de que se trata interpuso recurso de reposición para obtener se revocara y en su lugar se le concediera aquel medio de impugnación. En subsidio, solicitó la expedición de las piezas conducentes para recurrir en queja. 

Surtido el respectivo traslado, la parte demandante se pronunció para indicar que además de los argumentos que contiene el auto recurrido, el demandante tampoco indicó, siquiera de manera breve, los reparos concretos frente al fallo proferido.

Para resolver,   S E   C O N S I D E R A :
1. El artículo 334 del Código General del Proceso dice que el recurso extraordinario de casación procede, entre otras, contra las sentencias declarativas dictadas por los tribunales superiores en segunda instancia, y el 338 enseña: “Cuando las pretensiones sean se esencialmente económicas, el recurso procede cuando el valor actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (1000 smlmv)…” y el 339 enseña que cuando sea necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente; además, autoriza al recurrente presentar un dictamen pericial, si lo considera necesario.
2. Los hechos de la demanda relatan la existencia de un contrato de cuentas en participación, del que se dice celebraron las partes, cuya existencia se solicitó se declarara como pretensión principal. Con fundamento en esos mismos hechos, en subsidio, se solicitó declarar la existencia de una sociedad de hecho entre ellas. 
Esos supuestos fácticos, en apretada síntesis, dan cuenta de un contrato verbal, celebrado entre los contendientes, para que el actor urbanizara un predio de propiedad del demandado; aquel actuaba como gestor y aportaba su conocimiento, dedicación, experiencia, trabajo, creatividad, contactos y relaciones para realizar los diseños, planear el desarrollo urbanístico, arquitectónico, paisajista y la explotación comercial del condominio Campestre Hacienda Carmelita. El otro actuaba como partícipe y aportó dos predios rurales denominados “Finca El Mirador” y “Hacienda La Carmelita”.
El Juzgado negó la pretensión principal y accedió a las subsidiarias  declarando que entre las partes existió una sociedad comercial de hecho desde el 20 de noviembre de 2008 hasta el 3 de enero de 2010 y su disolución.

Inconforme con esta última decisión, la parte demandada la impugnó; en esta sede se revocó y en su lugar se negaron las pretensiones formuladas como subsidiarias.
3. En el auto impugnado, como ya se expresara, decidió la Sala negar el recurso de casación interpuesto por el actor contra la sentencia de segunda instancia, en razón a que no se acreditó la cuantía del interés como requisito para concederlo, determinación frente a la cual formuló recurso de reposición y en subsidio, solicitó se le expidieran las copias del caso para recurrir en queja.

4. Solicita entonces se reponga la referida providencia, con fundamento en los planteamientos que a continuación se analizan:

4.1 La sentencia de la Corte Suprema de Justicia, del 4 de abril de 2013, transcrita en la providencia recurrida, se dictó antes de que entrara en vigencia el Código General del Proceso, que modificó el artículo 370 del Código de Procedimiento Civil.

Aunque ese argumento es cierto, la Sala se apoyó en esa providencia exclusivamente para sustentar su tesis en el sentido de que en tratándose de acciones como la de declaratoria de existencia y disolución de una sociedad, es el valor actual del patrimonio social el que debe tenerse en cuenta para determinar si se satisface el requisito relacionado con la cuantía del interés para la procedencia del recurso extraordinario de casación.

Y a pesar de la fecha de tal providencia, el criterio de la Corte sobre ese aspecto no ha variado. Por eso, en proceso en el que se reclamaba la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, al analizar la procedencia del recurso de casación y en vigencia del Código General del Proceso, consideró bien denegado tal recurso porque no se probó el valor de los bienes de la referida sociedad. Así dijo:
“5.   En el sub examine la negativa de la concesión del recurso extraordinario estuvo soportada en la ausencia de elementos de juicio en el expediente que permitieran determinar la cuantía de dicho interés, pues consideró que no existía «prueba idónea que permita determinar el avalúo de los bienes que la parte actora reportó en el libelo gestor como pertenecientes a la sociedad patrimonial y que consisten en dos inmuebles, un vehículo y un CDT» , sin que la recurrente hiciera ejercicio alguno encaminado a establecer éste, haciendo uso de forma particular del dictamen pericial que, expresamente le autoriza el citado artículo 339. 

6. De acuerdo con lo visto, el tribunal en su decisión estuvo apegado al contenido de las normas que regulan la concesión del recurso extraordinario, que en la actualidad está sometido a las reglas «de un sistema con tendencia adversarial que le adscribe libertad y responsabilidad a las partes para la evacuación de esta prueba, permitiéndole escoger o seleccionar su perito, definir las cuestiones atinentes a este elemento de juicio y aportar el dictamen en la debida oportunidad procesal» (auto AC 1786-2017 de 22 de marzo de 2017,e xp. 2017-00199-00)…” 
 
4.2 También considera el abogado del actor que en la referida providencia, del 4 de abril de 2013, se declaró prematuro el pronunciamiento del respectivo tribunal que negó el recurso de casación, porque se omitió valorar el quantum del interés impugnado y que en este caso tampoco a ello se procedió.

La Corte Suprema de Justicia declaraba prematuro el recurso de casación cuando el tribunal, para negarlo o concederlo, dejaba de establecer previamente la cuantía del agravio sufrido por la parte que lo interponía, pero ello acaeció en vigencia del Código de Procedimiento Civil que autorizaba designar peritos cuando no estuviera acreditado, lo que no ocurre ahora, en vigencia del Código General del Proceso, que ordena resolver de plano el asunto y le impone al recurrente la carga, si lo considera necesario, de presentar un dictamen pericial para establecerlo.

4.3 Aduce también el recurrente que el artículo 339 de la última obra citada no obliga decretar la práctica de un dictamen pericial, pero consagra la necesidad de establecer la cuantía del interés económico con los elementos de juicio que obren en el expediente y en este caso no se tuvieron en cuenta los que obran en el proceso para demostrar que supera con creces la suma equivalente a 1000 smmlv.
Como ya se expresara la cuantía de ese interés, en procesos como este, debe encontrarse en el patrimonio actual de la sociedad cuya existencia y disolución se persiguen, el que ha de comprender aspectos como el valor total de los aportes iniciales y los posteriores aumentos o disminuciones que haya experimentado la sociedad.

En efecto, la doctrina, refiriéndose al capital y al patrimonio de una sociedad, dice: “El capital no debe ser confundido con el patrimonio… El capital es la sumatoria de los valores aportados por los socios para desarrollar el objeto social, para constituir y explorar la compañía… El patrimonio por su parte es un conjunto de bienes de propiedad del ente social. El patrimonio, a diferencia del capital, puede ser variado, dependiendo del curso de los negocios de la empresa. Sin embargo, el capital y el patrimonio pueden llegar a ser iguales y ello acontece al momento de la constitución de la sociedad, pero en la medida que se desarrolla la compañía los dos fenómenos tienden a divorciarse y su diferenciación se torna cada día más marcada. Así, el capital es un conjunto de valores, mientras que el patrimonio lo es de bienes, resultando ser el capital uno de los elementos integrantes del patrimonio…”

Para la Sala, los documentos que cita el apoderado del actor y con los que considera se acredita la cuantía del agravio que le causó la providencia de esta Sala, no logran esa finalidad porque ninguno permite evidenciar cuáles son los bienes que integran el patrimonio social. En efecto:
4.3.1 La licencia urbanística No. 002782, del 6 de noviembre de 2009, concedida por la Curaduría Urbana Segunda al señor Pablo Botero Jaramillo, lo autorizó para: a) subdividir los lotes A y B previamente englobados, identificados con matrículas inmobiliarias 290-32308 y 290-125974; b) parcelar por etapas los lotes C, D y E del proyecto denominado Hacienda Carmelita y c) parcelar la primera etapa del lote C del mismo proyecto
. 

4.3.2 El oficio del 17 de agosto de 2010, por medio del cual, quienes aquí son parte, informan a la Secretaría de Gestión Inmobiliaria, Alcaldía de Pereira, que “me encuentro desarrollando un Condominio Campestre denominado HACIENDA CARMELITA, localizado en predios de mi propiedad” y suministran los datos que permiten identificarlo, indicando que el costo del urbanismo es de $2.315.566.880
, tampoco da cuenta del patrimonio social actual. 
4.3.3 Lo mismo puede predicarse de la constancia expedida por la Secretaría de Gestión Inmobiliaria de Alcaldía de Pereira, el 13 de octubre de 2010
, pues en ella solo se expresa que las partes en este asunto , “en calidad de propietarios del predio denominado LA CARMELITA, calidad y circunstancias que acreditan con los respectivos certificados de tradición del inmueble, presentaron ante esta secretaria los documentos que ordena el Decreto 2180 de 2006, para anunciar y/o desarrollar actividades de enajenación de inmuebles destinados a proyectos de vivienda para el proyecto denominado HACIENDA CARMELITA”. 

4.3.4 Se refiere además el representante judicial del actor a un certificado sobre no conciliación, expedido por la Cámara de Comercio de Pereira, “en donde se lee en el folio 324 del cuaderno # 2, que el valor de las inversiones para la (sic) 200 Has. En el Condominio Hacienda Carmelita ascendían a la suma de $6.000.000.000”. Sin embargo, en ese lugar del expediente obra uno de los folios del documento que contiene los alegatos que presentó el apoderado de la parte demandada en el curso de la primera instancia, en el que precisamente desconoce la existencia de sociedad alguna entre los contendientes.
De tratarse del certificado sobre no conciliación que expidió la Dirección del Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Pereira, que obra a folio 86 del cuaderno principal, se llega a la misma conclusión: tampoco ese documento acredita la cuantía del interés del demandante para recurrir en casación, pues al respecto nada dice.
4.4 Estima el recurrente que tal presupuesto se acredita con las respuestas que dio el demandado a los hechos 5º a 7º de la demanda.

Empero, estos se refieren a un contrato de cuentas en participación, cuya existencia, como ya se indicara, se solicitó declarar como pretensión principal, la que fue negada en primera sede, sin que tal decisión hubiese sido impugnada. En esos hechos tampoco se relacionan los bienes que integran la supuesta sociedad de hecho, y menos su valor actual. Además, fueron negados casi en su totalidad por el demandado al dar respuesta al libelo, de manera que no hay forma de encontrar en sus manifestaciones lo que pretende el impugnante.
4.5 Tampoco acredita el valor del agravio el dictamen pericial que invoca el actor como prueba
, pues en ese trabajo, la experta que lo rindió, describió las obras realizadas en el condominio campestre Hacienda La Carmelita desde comienzos de 2009 hasta noviembre de 2011 y las avaluó en $1.824.403.881 e hizo referencia además a la valorización que ha tenido el predio. 

Es claro entonces que no incluye ese peritaje un avalúo sobre los bienes que integran la sociedad de hecho objeto de las pretensiones subsidiarias, para determinar el valor de su patrimonio.

Pero además, en la sentencia de segunda instancia, la Sala se abstuvo de concederle mérito demostrativo porque fue trasladado de otro proceso y no se demostró que hubiesen tenido las partes oportunidad de controvertirlo.  

4.6 A juicio del recurrente, se demuestra el valor del agravio con la confesión del demandado, que en el interrogatorio absuelto reconoce inversiones por de $2.315.556.880
.
Al practicar esa prueba, se le preguntó al citado señor: “Diga cómo es cierto si o no de que a pesar de que en el contrato de oferta mercantil No. 01-2010 suscrito entre usted y el arquitecto Felipe Jaramillo se pactó desarrollar la primera etapa rural lote C y la segunda etapa rural lote D por un valor de $2.315.556.880, se modificó verbalmente y se decidió de común acuerdo no desarrollar la denominada etapa suburbana?” A lo que respondió: “Es cierto que se cambió no hacer la segunda etapa por la difícil venta de los lotes rurales, yo no quería continuar el desarrollo de la segunda etapa y tuvimos una reunión con el ingeniero Héctor Africano y Darío Londoño la cual llegó a un término de que era conveniente desarrollar esa segunda etapa porque eran lotes más pequeños y podían venderse más fácil”.
Es claro entonces que en esa respuesta no puede hallarse una confesión sobre el patrimonio de una sociedad, cuya existencia nunca ha reconocido el demandado y porque ninguna de las preguntas que se le hicieron guardaban relación con ella.

5. La Sala no acogerá entonces los argumentos del recurrente y mantendrá su decisión porque el proceso no cuenta con elementos de juicio que le permitan establecer la cuantía del interés para recurrir en casación, pues no hay ninguno que permita determinar el valor actual del patrimonio de la sociedad cuya existencia se pidió reconocer, del que incluso se desconocen los bienes que la integran, y porque tampoco aportó el accionante prueba pericial que permitiera determinarlo.

6. En subsidio, se ordenará expedir copias de las piezas conducentes del proceso para formular el recurso de queja y se harán los demás ordenamientos que del caso se desprendan.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia,

R E S U E L V E    

1. No revocar el auto proferido por esta Sala el 23 de noviembre de 2017, en el proceso instaurado por Felipe Jaramillo Londoño contra Pablo Botero Jaramillo.

2. En subsidio y de conformidad con el artículo 353 del Código General del Proceso, se ordena expedir copia de la demanda con la que se inició el proceso, de las pruebas mencionadas en el numeral 4º de la parte motiva de esta providencia, de la sentencia de primera instancia, del disco compacto que contiene el fallo proferido en esta sede y de toda la actuación posterior a esta última providencia, cumplido lo cual se remitirán a la Sala de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia.
3. Tales copias serán expedidas a costa del demandante, quien deberá suministrar las expensas necesarias en el término de cinco días, contados a partir de la notificación de esta providencia, so pena de ser declarado desierto.
4. A la misma parte se le impone como carga procesal
, cancelar los portes de ida y regreso de tales copias, en el término de tres días, luego de expedidas, hecho este del que será informada, por medio de su apoderado, por un medio que resulte eficaz y del que se dejará constancia en el proceso. De no hacerlo, se le impondrá la sanción prevista en el numeral anterior.
Notifíquese,  

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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